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1. XXXVIII JORNADA DE ESTUDIO DE LA CCNCC:  LA 

NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN LA TRANSICIÓN 

ECOLÓGICA 

El día 12 de noviembre de 2025 se celebró la XXXVIII 
Jornada de Estudio de la CCNCC que estuvo dedicada a la 
negociación colectiva en la transición ecológica. 

La Jornada fue inaugurada por D. Joaquín Pérez Rey, 
Secretario de Estado de Trabajo, junto con el presidente de 
la Comisión D. Jesús Cruz Villalón, quien dio la bienvenida 
a los asistentes y a los que seguían la Jornada en 
streaming.  Igualmente, expresó su satisfacción y gratitud 
por poder contar en el acto de la inauguración con la 
presencia del Secretario de Estado de Trabajo.  

D. Joaquín Pérez Rey destacó la gran actualidad del tema 
elegido por la Jornada de estudio de la CCNCC, ya que hoy 
en día resulta imprescindible pensar el derecho del trabajo 
desde la visión del medio ambiente y del cambio climático.  
Igualmente, resaltó que el Ministerio de Trabajo y Economía 
Social ha realizado un esfuerzo por incorporar distintas 
normas dirigidas no tanto a eliminar el cambio climático, 
sino a combatirlo, como por ejemplo con la Ley de Movilidad 
Sostenible que, lo que pretende, es que los 
desplazamientos al trabajo sean razonables y contribuyan 
a  mitigar las emisiones. Pero más allá de combatir el 
cambio climático, el derecho del trabajo se ha convertido en 
un instrumento para evitar las consecuencias negativas del 
cambio climático sobre los trabajadores. Así, se han llevado 
a cabo algunas modificaciones normativas como por 
ejemplo las destinadas a proteger a las personas 
trabajadoras de las condiciones climatológicas extremas y, 
muy en concreto, de los golpes de calor.  

La primera mesa redonda estuvo moderada por Dña. 
Nieves González García, Directora General de Trabajo y 
contó con la presencia de Dña. Elena Gutiérrez Quintana, 
Vicesecretaría General de Política Sindical de UGT; Dña. 
María José Leguina Leguina, Directora del Departamento 
Laboral de la Confederación Nacional de la Construcción; 
D. José Antonio Hernández Martínez, Adjunto en la 
Secretaría de Acción Sindical y Transiciones Estratégicas 
de CCOO, y D. Rafael del Portillo García, Director RRLL, 
Gestión Jurídico Laboral y Salud en el Trabajo en Repsol. 

En primer lugar, intervino Dña. Elena Gutiérrez Quintana,  
quien defendió la necesidad de que existan más contenidos 
sobre medio ambiente en los convenios colectivos, pero no 
meras cláusulas programáticas, sino cláusulas con 
compromisos reales, medibles y evaluables. A 
continuación, hizo un repaso de los contenidos de la 
negociación colectiva en la materia dividiéndolos en tres 

grandes áreas: la preservación del medio ambiente y 
reducción de la huella de carbono; la importancia de la 
codecisión y cogestión en la materia para involucrar a los 
representantes legales de los trabajadores; por último, un 
tercer aspecto que está relacionado con las perspectivas 
del empleo.  

En segundo lugar, intervino Dña. María José Leguina 
Leguina, quien comenzó su intervención destacando que la 
transición ecológica se ha consolidado, como uno de los 
grandes ejes de transformación económica y social de 
nuestro tiempo, y si hay un sector que está en el centro de 
dicho cambio, es el de la construcción, porque la 
construcción no solo genera riqueza y empleo, sino que 
define el entorno físico donde se materializa.  

Desde hace más de una década, los convenios y acuerdos 
del sector ya vienen incorporando referencias a la 
sostenibilidad, a la eficiencia energética y a la prevención 
de riesgos laborales derivados del cambio climático. Pero 
entiende que el punto de inflexión se produce en los últimos 
años con la aprobación del V ANC, Acuerdo para el Empleo 
y la Negociación Colectiva de 2023, que por primera vez 
sitúa la transición ecológica como un eje estratégico de la 
negociación colectiva, junto con la transición digital y la 
demográfica.  

Seguidamente, intervino D. José Antonio Hernández 
Martínez, quien señaló que la negociación colectiva está 
llamada a jugar un papel proactivo en materia de transición 
ecológica. Los interlocutores sociales, deberían impulsar 
ese carácter proactivo, superando muchas veces la 
situación de acción reactiva en la que se encuentra. Aunque 
reconoce que la negociación colectiva empieza ya a reflejar 
la transición ecológica en su clausulado,  lo hace de forma 
aún insuficiente en términos tanto cualitativos como 
cuantitativos.  

Si se analizan los datos cuantitativos, vemos que, en el 
2024 de los 140 convenios firmados, solo un 10,57% 
reflejaban cláusulas de carácter medioambiental o de 
transición ecológica. Eso afectaba a poco más de 526.000 
trabajadoras y trabajadores.  

En último lugar intervino, D. Rafael del Portillo García, quien 
indicó que Repsol, como empresa del sector energético 
está muy afectada por la transición energética, por lo que 
están migrando hacia otros tipos de energías distintas de 
los combustibles fósiles,  con  un compromiso firme de cero 
emisiones netas en el año 2050.  

La empresa estaba preocupada por la transición energética, 
incluso antes de que se hablara de estos temas. Así, en el  
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año 1997, se firmó el primer Acuerdo marco del Grupo, que 
es un “acuerdo paraguas” que da cobertura a los distintos 
convenios colectivos. En dicho Acuerdo se estableció el 
compromiso de información a la representación de los 
trabajadores en materia medioambiental. Ambas partes ya 
asumían un compromiso mutuo de actuar de forma 
responsable y respetuosa con el medio ambiente y de 
informar a la sociedad y a las Administraciones Públicas de 
las acciones internas en materia medioambiental. 

La segunda mesa redonda, estuvo moderada por D. Jesús 
Cruz Villalón, Presidente de la CCNCC, y contó con la 
presencia de Dña. Henar Álvarez Cuesta, Catedrática de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la 
Universidad de León, Dña. Consuelo Chacartegui Jávega 
Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social de la Universidad Pompeu Fabra, y  Dña. Margarita 
Miñarro Yanini, Catedrática de Dret del Treball i de la 
Seguretat Social de la Universitat Jaume I de Castellón. 

En primer lugar, intervino Dña. Henar Álvarez Cuesta, quien 
dedicó su ponencia a analizar la negociación colectiva 
como instrumento de acción contra la crisis climática, 
cuestión que en  opinión de la ponente, puede ser abordada  
desde tres perspectivas diferentes: el derecho del trabajo 
frente a los efectos del cambio climático; el derecho del 
trabajo frente a los efectos de la lucha frente al cambio 
climático, y, por último, el derecho de protección del medio 
ambiente, que sería el  derecho del trabajo ecológico. Cada 
una de estas perspectivas presentan coincidencias, pero 
también presentan divergencias, y por ello los agentes 
sociales deben abordarlas de modo diferente unas veces, y 
de modo coincidente en otras ocasiones utilizando  
estrategias de mitigación (despido objetivo, ERTES, 
cualificación/recualificación…) y de adaptación laboral 
(flexibilidad interna y externa, fuerza mayor…).  

Por otra parte, es necesario plantearse, desde una 
perspectiva diferente y teniendo en cuenta las estrategias 
de adaptación laboral, instituciones clave y básicas del 
derecho del trabajo. Todos los sectores productivos se ven 
afectados por esta necesidad de adaptación, aunque unos 
más que otros. Siempre se considera la necesidad de 
adaptación en el sector agropecuario o en el turístico, pero 
también debemos considerar el sector tecnológico, por el 
gran consumo de agua y la necesidad de movilidad de los 
recursos naturales que comporta.  

El diálogo social, la participación en la empresa y la 
negociación colectiva, son herramientas imprescindibles, 
tanto para la adaptación a las condiciones climáticas, como 
respecto a los efectos de la lucha frente al cambio climático. 
En este ámbito, existe una serie de herramientas legales. 
Así el artículo 64.2 b) del ET establece un derecho de 
información de los representantes de los trabajadores frente 
a actuaciones medioambientales con repercusión directa en 
el empleo. Por otra parte, el artículo 64.4 e) del ET 
establece el derecho de información de los representantes 
de los trabajadores sobre las medidas de actuación 
previstas con motivo de la activación de alertas por 
catástrofes y otros fenómenos meteorológicos adversos, 
derecho muy conectado con la prevención de riesgos 
laborales.  

Igualmente, los artículos 36 y 39 de la Ley de Prevención 
de Riesgos Laborales, dan una visión en clave 
“prevencionista”. Por último, el 64.7 c) del ET reenvía a la 
negociación colectiva, para establecer procedimientos de 
colaboración con la dirección de la empresa en materias de 
sostenibilidad ambiental.  

El artículo 85 del ET bastaría para considerar que la 
negociación colectiva debe incorporar contenidos 
medioambientales. No obstante, además debemos tener en 
cuenta que el V ANC considera la transición ecológica como 
un eje estratégico en la negociación colectiva. En cuanto a 
los contenidos que deben incluirse en la negociación 
colectiva, el Dictamen del Consejo Económico y Social 
Europeo de 14 de abril de 2023, nos proporciona unas 
pautas sobre qué contenidos posibles tiene esa 
“negociación colectiva verde”, que prácticamente son una 
reproducción de lo que ya se ha mencionado respecto de la 
necesidad de adaptación y de mitigación laboral. 

En España hay sectores muy implicados en materia de 
sostenibilidad, que siempre han sido abanderados respecto 
al contenido de los convenios colectivos, y que han 
arrastrado a otros sectores que quizás, a priori, son más 
tradicionales. Por tanto, aunque es verdad que existe una 
doble velocidad, si analizamos los datos de los años 2024 
y 2025, se percibe, un ligero cambio, y existe mayor número 
de convenios colectivos que contienen cuestiones 
medioambientales, aunque de carácter programático. A 
pesar de que el contenido programático puede parecer 
irrelevante, ya que no incorpora obligaciones, la ponente 
considera que es una forma de abrir camino y de avanzar 
en esta materia.  

A continuación, intervino Dña. Consuelo Chacartegui 
Jávega, quien centró su participación  en el análisis de las 

condiciones de trabajo y movilidad sostenible La ponente 
destacó  algunas buenas prácticas  de cláusulas sobre 
condiciones de trabajo y movilidad sostenible que considera  
interesantes a nivel medioambiental: sistemas de 
clasificación profesional que tienen en cuenta las 
competencias verdes; formación  asociada a la clasificación 
profesional y a que el contenido medioambiental esté 
presente en la formación a lo largo de la vida laboral; 
selección de personal con esas nuevas competencias, 
como un valor añadido; “complementos salariales verdes” ;  
cláusulas de reducción del tiempo de trabajo que pueden 
conectarse con el contenido medioambiental;  planes de 
movilidad sostenible;  infracciones y sanciones por 
incumplimientos medioambientales (eliminación de 
residuos, inobservancia de procedimientos 
medioambientales y de seguridad...). 

Respecto de las retribuciones, actualmente la mayoría de 
convenios que abordan esta cuestión, lo hacen a partir de 
la penosidad o de las dificultades climatológicas que rodean 
la prestación laboral (complemento de penosidad, etc.). 
Esto es positivo, pero debemos avanzar y combinar estas 
medidas con otras más respetuosas con el medio ambiente. 
Para ello, sería interesante determinar los criterios 
concretos que han de retribuir la naturaleza del servicio que 
prestan las personas trabajadoras en este ámbito, porque 
la perspectiva medioambiental no es una perspectiva 
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aislada y si no se asocia a otras cuestiones, como la 
perspectiva de género, pudieran provocar desigualdades 
dentro de la empresa. 

Hay una cuestión que en nuestro país no se ha abordado, 
y que sí se ha llevado a cabo en otros países como por 
ejemplo en Bélgica, como son los ecobonos,   vales 
ecológicos o cheques verdes. Estos vales o cheques 
consisten en un complemento, una bolsa, o unos bonos que 
se dan a los trabajadores, por ejemplo, para cambiar los 
electrodomésticos por algunos más sostenibles, para la 
compra de productos ecológicos, etc. Estas medidas, que a 
veces requieren la implicación de las Administraciones 
Públicas, pueden plantear ciertas dudas, sobre su carácter 
salarial o extrasalarial, recordemos que, en el caso de 
losticket comedor o los ticket de transporte, el Tribunal 
Supremo los considera percepciones extrasalariales.  

En cuanto a la jornada, existen muy pocas reducciones de 
jornada asociadas a lo medioambiental, ya sea a través de 
una reducción de jornada diaria o a través de una jornada 
concentrada de 4 días para reducir los desplazamientos.  

Con respecto a los derechos formativos, la mayoría de 
convenios lo que hacen es quedarse nuevamente en la 
formación en materia preventiva para evitar las condiciones 
meteorológicas extremas, sin avanzar hacia lo que son 
“competencias verdes”, como pudieran ser el menor 
consumo energético, la reducción de CO2 en los 
desplazamientos, etc.  

Por último, en relación con la movilidad sostenible, la 
ponente opina que es en esta materia en la que se observa 
un avance muy importante en la negociación colectiva, 
tanto a nivel sectorial como a nivel de empresa. Una 
movilidad compartida entre los trabajadores, promovida por 
la empresa (transporte colectivo), movilidad colaborativa, 
vales,  impulso de la bicicleta y otras formas sostenibles de 
transporte, son algunas opciones que se observan en la 
negociación colectiva.   

A continuación, intervino Dña. Margarita Miñarro Yanini 
quien se refirió al tratamiento de los riesgos laborales 
medioambientales. Señala la ponente que, para analizar 
esta cuestión, debemos tener en cuenta que, las medidas 
preventivas y las obligaciones que impone la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales a las empresas parten del 
hecho de que la empresa controla los riesgos de alguna 
manera. Cuando hablamos de riesgos laborales 
medioambientales (principalmente el calor y la lluvia 
torrencial), debemos considerar que el control de estos 
riesgos es muy complicado porque se trata de 
circunstancias externas a la empresa, con una intensidad 
creciente y que se producen, a veces, sin previo aviso. Esta 
complejidad, implica que las medidas que se deben adoptar 
son de adaptación, es decir, dirigidas a evitar o mitigar los 
efectos de este riesgo. 

La ponente hizo un repaso del marco normativo en la 
materia, destacando el RD Ley 8/2024, por el que se 
modifica el artículo 37.3 del ET, al introducir un permiso de 
hasta cuatro días por imposibilidad de acceder al centro de  
trabajo o transitar por las vías de circulación necesarias 
para acudir al mismo, como consecuencia de las 

recomendaciones, limitaciones o prohibiciones al 
desplazamiento establecidas por las autoridades 
competentes, así como cuando concurra una situación de 
riesgo grave e inminente, incluidas las derivadas de una 
catástrofe o fenómeno meteorológico adverso. 
Transcurridos los cuatro días, el permiso se prolongará 
hasta que desaparezcan las circunstancias que lo 
justificaron, sin perjuicio de la posibilidad de la empresa de 
aplicar una suspensión del contrato de trabajo o una 
reducción de jornada derivada de fuerza mayor en los 
términos previstos en el artículo 47. 

El RD Ley citado incorpora también la previsión del trabajo 
a distancia en estas circunstancias, lo que, en opinión de la 
ponente, es una muy buena medida de adaptación en este 
ámbito.  

En relación con el calor, tras el impulso normativo producido 
por el del RD Ley 4/2023, esta circunstancia se ha recogido  
en numerosos convenios colectivos, Así, se prevé  que el 
calor debe ser incluido en la evaluación de riesgos, al 
reconocer que el calor es una  condición de trabajo que 
genera riesgos, y por tanto,  se tiene que evaluar como 
riesgo laboral  medioambiental, Por otra parte, existen otros 
convenios en los que se produce una mayor concreción en 
lo que al calor se refiere,  al recoger medidas de adaptación 
de horario, jornada y en algunos casos también de  
funciones.  En esta línea, la ponente valora muy 
positivamente el Convenio colectivo General de la 
Construcción, que se refiere expresamente las olas de 
calor, al señalar que debe protegerse a las personas contra 
las inclemencias atmosféricas, cuando las temperaturas 
sean extremas y, particularmente de las olas de calor, 
debiendo hacerse el ajuste horario oportuno. Además, 
incluye otras medidas complementarias que también están 
en el protocolo de la construcción (como hidratarse etc).  

La introducción de las paradas térmicas en la negociación 
colectiva, considera que es sumamente interesante. Se 
trata de pequeños descansos (5-10 minutos) en las horas 
de mayor calor para refrescarse, hidratarse  o a descansar. 
El establecimiento de estas paradas térmicas en algunos 
convenios de empresas importantes, ha tenido un efecto 
positivo en las empresas suministradoras, ya que, estas 
últimas, se han visto obligadas a realizar también dichas 
paradas para ajustarse a la organización de la actividad de 
las empresas clientes.  

Respecto de la lluvia, se trata de un fenómeno 
meteorológico muy destructivo, especialmente en algunas 
zonas. Existen muchas menos previsiones sobre esta 
cuestión que respecto del calor, sin que se haya encontrado 
ningún convenio que realmente establezca una regulación 
específica para las DANAS. No obstante, en la cuenca 
mediterránea en el sector de recogida y recolección de 
naranjas y cítricos, se prevé en numerosos convenios, la 
suspensión del trabajo por lluvia y la compensación del 
tiempo no trabajado. Sin embargo, al abordar esta medida, 
en lo que se está pensando es en cómo se va a retribuir 
esta circunstancia y no en la prevención de riesgos 
laborales,  

Una vez finalizadas las intervenciones se produjo un 
interesante coloquio en el que se debatió sobre algunas de 
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las cuestiones suscitadas por los ponentes.  

La Jornada fue clausurada por D. Jesús Cruz Villalón, 
Presidente de la CCNCC, quien agradeció a todos los 
presentes su asistencia.  

 

2. CONVENIOS COLECTIVOS SECTORIALES 

ESTATALES PUBLICADOS EN EL PERIODO 1 DE 

JULIO DE 2025 AL 31 DE OCTUBRE DE  2025 

Según la base de datos del Registro Electrónico de 
Convenios Colectivos (REGCON) del Ministerio de 
Trabajo y Economía Social, desde el 1 de julio de 2025 al  
31 de octubre de 2025, se han publicado los siguientes 
convenios colectivos de ámbito sectorial estatal. 

99000875011981 Convenio colectivo estatal de 
industrias cárnicas (BOE de julio 2025). Vigencia hasta 
el 31 de diciembre de 2025 

Artículo 2. Ámbito funcional. 

 

Los preceptos de este Convenio colectivo regulan las 

relaciones laborales de todas las Empresas, con 

independencia de su forma jurídica y la naturaleza privada 

o pública del capital social de las empresas o centros de 

trabajo, cuya actividad principal, y respetando el principio 

de unidad de Empresa, sea la de: sacrificio, despiece, 

deshuese, elaboración, transformación o distribución de 

carnes y sus derivados industriales (incluida la carne de 

caza y monte), comprendiendo los procesos de recogida, 

transporte, tratamiento y transformación de subproductos 

animales no destinados al consumo humano de 

conformidad con la legislación vigente en la materia 

(incluido el Reglamento 1069/2009 u otro que lo 

sustituyan), loncheado y/o envasado. Así como, la 

elaboración de platos preparados, cocinados, 

precocinados, prefritos o fritos en los que los productos 

cárnicos constituyan la materia prima relevante y 

fundamental en estas industrias cárnicas.  
 

99008825011994 X Convenio colectivo de Enseñanza y 
formación no reglada (BOE de 9 de julio de 2025).  
Vigencia hasta el 31 de diciembre de 2027. 

Artículo 2. Ámbito funcional. 
 

          Quedarán afectados por el presente convenio todas las 
empresas privadas que se dediquen a impartir enseñanza 
y formación no reglada, ya sea presencial, a distancia, 
semipresencial u on-line. Quedan expresamente excluidas 
del ámbito funcional de aplicación del presente convenio, 
las empresas autorizadas para impartir cualquiera de las 
enseñanzas reguladas en la Ley Orgánica 3/2020, de 29 
de diciembre por la que se modifica la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo, de Educación. 

99001115011981 Convenio colectivo estatal para el 
comercio de distribuidores de especialidades y 

productos farmacéuticos (BOE de 6 de agosto de 
2025). Vigencia hasta 31 de diciembre de 2026. 

Art ículo 2.  Ámbito funcional y  estructura de la  
negociación colectiva. 
 
El presente Convenio Colectivo será de obligada 
aplicación en todas las empresas, ya sean personas 
físicas o jurídicas, que se dediquen al comercio al por 
mayor de especialidades y productos farmacéuticos. De 
igual forma, el convenio obligará a las empresas de 
nueva instalación, incluidas en sus ámbitos territorial y 
funcional. 

99010255011998 IX Convenio colectivo nacional para 
el sector de Auto-Taxis (BOE de 18 de agosto de 
2025). Vigencia 31 de diciembre de 2027 

Artículo 2. Ámbito funcional. 
 
El presente convenio colectivo será de aplicación 
exclusivamente a las empresas privadas titulares de 
licencia de Auto-Taxi cuya actividad sea la prestación de 
servicios de transporte urbano e interurbano en Auto-
Taxi.  

 
99003445011982 Convenio colectivo de la industria  
metalgráfica y de fabricación de (BOE de 29 de agosto  
de 2025). Vigencia hasta 31 de diciembre de 2027 
 
Artículo 1. Ámbito de aplicación y estructura de la  
negociación colectiva en el sector. 
 
1.1 Ámbitos de aplicación. 
1. Funcional.  
El presente convenio …  es de aplicación a las empresas 
dedicadas a la actividad metalgráfica, fabricación de 
envases, tubos para aerosoles, tapas, tapones, cápsulas 
y demás precintos metálicos, a la decoración, barnizado y 
estampación de planchas metálicas y a cualesquiera otras 
actividades afines a las reseñadas y cuyos CNAE-25 sean 
18.13, 25.40, 25.51, 25.52, 25.53 o 25.92. La anterior 
relación lo es con carácter enunciativo y no exhaustivo, 
siendo susceptible de ser ampliada, reducido o 
completada por la Comisión Negociadora, en función de 
los cambios que pudieran producirse en la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas. 
 
A estos efectos se consideran únicamente los productos 
fabricados con chapa (hojalata, chapa negra o cromada, 
latón, aluminio, plomo o estaño laminado, y cualquier otro 
producto similar) de espesor igual o inferior a 0,50 mm 
(excepto si se trata de tubos para aerosoles en los que no 
habrá limitación de espesor) y los de composición mixta 
cuando incorporen, de algún modo, componentes 
metálicos. 

99014365012003 VII Convenio colectivo estatal del 
ciclo integral del agua (BOE 25 de septiembre de 2025). 
Vigencia hasta el 31 de diciembre de 2027. 

Artículo 3. Ámbito funcional. 

 
El presente convenio colectivo regula las condiciones de 
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trabajo entre las empresas y las personas trabajadoras 
cuya actividad económica esté comprendida dentro de 
la gestión total o parcial del denominado ciclo integral 
del agua: Captación, elevación, conducción, 
tratamiento, incluida la desalación, distr ibución de  
 
aguas potables, tanto para usos domésticos como 
industriales, y la evacuación mediante redes de 
alcantarillado, saneamiento y depuración de aguas 
residuales, tanto urbanas como industriales. La 
realización por las empresas de otras actividades, 
complementarias a las descritas, no impedirá la 
aplicación de este convenio colectivo siempre que estas 
últimas constituyan el objeto principal de su actividad. 

Por lo que se refiere a la actividad de captación, 
elevación, conducción y distribución de aguas para usos 
agrícolas, el convenio será también de aplicación si no 
existe otro aplicable. 

A título orientativo, las empresas afectadas por este 
convenio son las que tengan como actividad principal 
las relacionadas en los epígrafes 36 y 37 de la 
Clasificación Nacional de Actividades Económicas. 

El convenio resultará de aplicación tanto en los casos 
de servicios públicos prestados por empresas o 
entidades privadas o públicas como en los de 
actividades prestadas para empresas o particulares. Por 
lo que se refiere a los organismos, entidades o 
sociedades públicas o mixtas, con o sin personalidad 
jurídica propia, que desarrollen las actividades citadas 
en el párrafo primero, el convenio les será aplicable, 
salvo que realicen su cometido a través de personal 
sujeto a la normativa que regula la función pública o al 
que le resulte de aplicación otro convenio colectivo en 
atención a su actividad principal. 

9901240501199 VIII Convenio colectivo para 
despachos de técnicos tributarios (BOE de 1 de 
octubre. Vigencia hasta el 31 de diciembre de 2026. 

Artículo 1. Ámbito funcional y territorial. 
 
El presente convenio colectivo regula las condiciones 
mínimas de trabajo en todas las empresas cuya 
actividad principal sea el asesoramiento en materia de 
tributos y gestión de estos, y no se encuentren incluidas 
en el ámbito de otro convenio. 

El presente convenio es de aplicación obligatoria en 
todo el territorio del estado español para las empresas 
radicadas en el mismo y todas las personas 
trabajadoras incluidas en su ámbito funcional y 
personal. 

99004975011981 Convenio colectivo general de 
trabajo de la industria textil y de la confección para 
los años de 2024 a 2026 (BOE de 9 de octubre de 
2025).  

Artículo 2. Ámbito funcional. 

El presente convenio, en los términos previstos en el 
artículo 1, obliga a todas las empresas que se dedican 
a las actividades de la industria textil y de la confección, 
y que se detallan en el ámbito funcional de los anexos 
sectoriales. 

Asimismo, el ámbito funcional del presente convenio  
incluye: 
– A las empresas que asumen la organización y 
dirección de la transformación a través de terceros de 
productos textiles con objeto de convertirlos en un 
nuevo producto textil. 
– A las empresas creadas por las incluidas en el párrafo 
primero de este artículo para el desarrollo de su propia 
y exclusiva logística. 
– A las empresas incluidas en el ámbito del convenio 
colectivo provincial para las industrias fabricantes e 
importadores mayoristas de bolsos, sombreros y 
artículos similares de fibras vegetales y tela de la 
provincia de Alicante, que han solicitado expresamente 
su adhesión al presente a través del acta de fecha 
dieciséis de marzo de 2015. 
E l  convenio  ob l igará  a  las  empresas de nueva  
instalación incluidas en sus ámbitos terr i tor ial y  
funcional. 

99010715011997 IX Convenio Colectivo de 
Universidades privadas, centros universitarios 
privados y centros de formación de postgraduados 
(BOE de 11 de octubre de 2025). Vigencia 31 de 
diciembre de 2025. 

Artículo 2. Ámbito funcional. 
 
El presente convenio será de aplicación en las 
universidades y centros universitarios privados que no 
estén creados o dirigidos por entidades sin ánimo de 
lucro. Igualmente, se aplicará en centros de formación 
de postgrado que formen parte de aquéllas y, en los 
centros universitarios extranjeros privados reconocidos, 
cuyas titulaciones sean automáticamente homologadas 
o convalidadas en el territorio español. 

99001125011982 XVIII Convenio colectivo estatal 
para las empresas del comercio de flores y plantas 
(BOE de 24 de octubre de 2025). Vigencia 31 de 
diciembre de 2028.  
 
Artículo 1. Ámbito funcional y territorial. 
 
El presente convenio afectará en todo el territorio del 
Estado español, a las empresas cuya actividad principal 
es el comercio de flores y plantas. 
 

3. SENTENCIAS 

STS 2 de julio de 2025, rec. 152/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:3283 

Recurso de casación interpuesto por Comisiones Obreras 
de Galicia (CCOO), contra la sentencia 1365/2024, dictada  
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por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de Galicia, de fecha 15 de marzo de 2024, procedimiento 
46/2023, recaída en su procedimiento de vulneración de 
derechos fundamentales e indemnización (libertad 
sindical), promovido a instancia de Comisiones Obreras de 
Galicia (CCOO), contra la Asociación de Industrias del 
Metal y Tecnologías Asociadas de Galicia en Pontevedra 
(ASIME), la Asociación Autónoma de Empresarios de 
Talleres de Reparación de Vehículos de la Provincia de 
Pontevedra (ATRA), Asociación de Empresarios de 
Electricidad y Telecomunicaciones de Pontevedra 
(INSTALECTRA), la Confederación Intersindical Galega 
(CIG) y la Unión General de Trabajadores de Galicia 
(UGT-Galicia). 

Por la representación del Sindicato Nacional de 
Comisiones Obreras -CCOO- de Galicia se interpuso 
demanda de vulneración de derechos fundamentales e 
indemnización (libertad sindical), de la que conoció la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.  

Con fecha 15 de marzo de 2024 la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia dictó sentencia en 
la se desestima la demanda interpuesta por el Sindicato 
Nacional de Comisiones Obreras de Galicia (CCOO).   En 
dicha sentencia se declararon probados los siguientes 
hechos: 

El día 27 de enero de 2023 se procede a constituir la 
comisión negociadora del convenio colectivo para 
empresas del metal sin convenio propio de la provincia de 
Pontevedra. A dicha constitución son convocadas y 
asisten las organizaciones empresariales ASIME, ATRA e 
INSTALECTRA, y las centrales sindicales CIG, UGT y 
CCOO, comunicándose el 28 de enero de 2023 el inicio de 
las negociaciones al Registro y depósito de Convenios 
Colectivos,  

Tras múltiples reuniones, el día 18 de julio de 2023 se 
convoca una reunión de la comisión negociadora del 
convenio, que finaliza con la firma del preacuerdo del 
convenio colectivo de trabajo para las empresas del metal 
sin convenio propio de la provincia de Pontevedra, que 
suscriben las partes aquí demandadas y el sindicato 
accionante, en el que se contiene el texto (modificado) del 
convenio, señalando y acordando todas las partes que 
finalizan los trabajos de redacción y se las convoca (a la 
comisión negociadora) a la posterior firma y registro del 
texto completo del convenio. 

Tras las necesarias correcciones de estilo, al efecto de 
elaborar un texto completo de la norma convencional 
adecuado a lo negociado, el convenio es enviado a la firma 
de los intervinientes en la comisión negociadora de 
manera individual e independiente. El sindicato CCOO 
decide no firmar el convenio. 

La cuestión debatida en el presente recurso de casación 
se centra en determinar si el sindicato CCOO fue 
indebidamente excluido de la negociación final (acto de la 
firma) del Convenio Colectivo para Empresas del Metal sin 
convenio propio de Pontevedra, donde había participado 
activamente, y si tal exclusión, de existir, supuso una 
vulneración de su derecho fundamental a la libertad 

sindical y a la negociación colectiva, que el sindicato 
demandante pretende que se le indemnice. 

La sentencia recurrida concluyó que la exclusión del 
sindicato CCOO de la firma del convenio y de la comisión 
paritaria fue consecuencia de su propia decisión de no 
suscribir el acuerdo, y no de una vulneración de su 
derecho a la libertad sindical. Además, se rechazó la 
pretensión del sindicato de ser incluido en la Comisión 
Paritaria, al considerar que esta no tiene funciones 
negociadoras y puede restringir su composición a los 
firmantes del convenio. En consecuencia, se absolvió a los 
demandados de todas las pretensiones deducidas por 
CCOO. 

El sindicato recurrente entiende que a lo que se le convocó 
en la fase final y en esa última reunión fue a la firma de un 
"preacuerdo", no era el texto definitivo del convenio, y 
acude al contenido del acta de 18 de junio de 2023, que 
habla de la firma de un "preacuerdo". Sostiene, a la postre, 
que el sindicato CCOO no fue convocado a la firma en la 
reunión del 3 de agosto de 2023 a pesar de ser parte de la 
comisión negociadora, y debió habérsele convocado, 
culminando su recurso con la petición ya referida de que 
no se le excluya de la CP, o al menos que se le deje 
participar cuando afronte tareas de negociación. 

La cuestión debe entonces quedar ceñida al estudio de si 
la convocatoria para la firma era de un mero "preacuerdo" 
o del convenio en su versión ya final, y, en segundo lugar, 
si la CP del convenio colectivo tiene o no funciones 
negociadoras o de mera interpretación y aplicación, a fin 
de determinar si la exclusión del sindicato no firmante es 
ajustada a derecho o no. 

El proceso de negociación colectiva, como todo proceso 
mecanismo negociador, se inicia con contactos 
preliminares, en los que las partes establecen la agenda 
de negociación, identifican los temas clave y fijan criterios 
de representatividad. En las sucesivas reuniones se van 
perfilando los contenidos del que será el nuevo convenio 
colectivo hasta alcanzar en ocasiones los llamados 
"preacuerdos", que reflejan avances en la discusión y 
negociación, pero no tienen carácter vinculante hasta su 
ratificación final.  

En el caso que nos ocupa, lo que se llevó a la firma final 
era el texto del preacuerdo que estaba ya culminado y que, 
como afirman los HP, tras las inevitables correcciones de 
estilo, iba a transformarse ya en el texto definitivo con la 
firma de todos los negociadores.  El sindicato recurrente 
decidió en el libre ejercicio de su libertad sindical no acudir 
a la reunión pese a ser informado y requerido por diversas 
vías para ello, y no firmar el preacuerdo que configuraba 
ya el texto final del convenio a falta sólo de esa firma de 
los negociadores a la que fueron todos convocados, 
incluido CCOO. 

Ninguna actuación vulneradora de la libertad sindical se 
aprecia por parte del resto de sindicatos y 
representaciones empresariales implicadas en la 
negociación, sino simplemente, la libre voluntad de uno de 
los sindicatos negociadores de salir de tal negociación en 
su punto culminante y no firmar el convenio colectivo. 
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Corresponde ahora analizar la segunda parte del motivo 
de recurso, que viene referida a la no inclusión del 
sindicato CCOO en la CP, que no firmó el convenio porque 
así lo decidió libremente. Recordemos aquí que «según 
consolidada jurisprudencia, la distinción entre comisiones 
negociadoras y aplicativas aparece, entre otras, en la STS 
de 21 de octubre de 2013, Rec. 140/2012, 104/102, que 
consigna lo siguiente: la distinción entre comisiones 
"negoc iadoras"  y  "apl icadoras ”  ha s ido resuel ta 
particularmente por las SSTC 73/1984 y 184/1991, entre 
otras, según las cuales las negociadoras son las  

constituidas para modificar las condiciones de trabajo 
pactadas, estableciendo nuevas reglas -normas- para 
regir las relaciones laborales en el ámbito de aplicación del 
convenio. Las Comisiones "aplicadoras" son las que 
tienen por objeto la interpretación o aplicación de alguna 
de las cláusulas del convenio colectivo, la adaptación de 
alguna de ellas a un problema no previsto o la adaptación 
de su contenido según datos objetivos y prefijados. En 
relación a las segundas -las aplicadoras- entiende el 
Tribunal Constitucional que sólo están legitimadas para 
integrarse en estas Comisiones las partes firmantes del 
convenio y que la exclusión del Sindicato no pactante no 
viola su derecho a la libertad sindical; y así lo hemos 
reseñado en múltiples ocasiones ( SSTS de 6 de julio de 
2006, Rec. 212/2014; 23 de enero de 2012, Rec. 220/2010 
y 5 de  

Es patente que la CP en este convenio se configura, 
porque así expresamente se afirma, como órgano de 
interpretación, conciliación y vigilancia de su 
cumplimiento. Su composición lo es por las 
organizaciones firmantes del Convenio de forma paritaria, 
y su principal objetivo, su función esencial, es preservar la 
estabilidad en el marco laboral y competencial, 
disponiendo de plena capacidad para dirimir cualquier 
controversia e interpretar el Convenio, así como también 
emitir resoluciones sobre la interpretación del Convenio y 
formular requerimientos ante las distintas 
administraciones. No se atisba por lado alguno las 
facultades negociadoras que habilitarían la entrada de un 
sindicato no firmante del convenio en la CP. 

Sentado todo cuanto antecede, debemos desestimar el 
recurso de casación formulado y confirmar y declarar la 
firmeza de la sentencia dictada por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia, nº 1365/2024 de 
15 de marzo (Proc. 46/2023). 

STS  4 de julio de 2025, rec. 91/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:3438 

Recursos de casación interpuestos por el  Delegado de 
Hecansa Central y Centros Varios, así como por miembros 
del Comité Hotel Escuela Santa Brígida,  miembros del 
Comité Hecansa Santa Cruz de Tenerife, y  Unión Sindical 
Obrera (USOCANARIAS),  contra la sentencia número 
1004/2023 dictada por el Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife, de fecha 
19 de diciembre de 2023, procedimiento sobre conflicto 
colectivo, núm. 5/2023, en actuaciones seguidas en virtud 
de demanda en materia de conflicto colectivo formulada 

por  Hecansa Central y Centros varios,  miembros del 
Comité Hotel Escuela Santa Brígida,  miembros del Comité 
Hecansa Santa Cruz de Tenerife, Central Sindical 
Independiente y de Funcionarios (CSIF) y Unión General 
de Trabajadores (USO). 

El objeto del presente recurso de casación se centra en 
determinar si es aplicable a la entidad demandada, 
Hoteles Escuela de Canarias SA, que es una sociedad 
anónima unipersonal dependiente del Gobierno de 
Canarias, -su accionista único -, el VII Convenio Colectivo 
de empresas de enseñanza privada sostenidas total o 
parcialmente con fondos públicos. 

La Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife 
1004/2023, de 19 de diciembre (rec 5/2023) desestimó la 
demanda, considerando, a los efectos que nos ocupan 
que, dada la naturaleza pública de la entidad demandada, 
no le era de aplicación el convenio colectivo de empresas 
de enseñanza privada sostenidas total o parcialmente con 
fondos públicos, ni por ende, las tablas salariales del 
mismo, al estar sujeta al principio de estabilidad 
presupuestaria. 

Frente a la misma, formulan recursos de casación, de un 
lado, el delegado de Hecansa Central y Centros varios, el 
comité de empresa del Hotel Escuela Santa Brígida y el 
comité Hecansa Santa Cruz de Tenerife que, con base en 
el artículo 207 e) de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Social, ¨que invocan,  la infracción del artículo 2 del 
convenio colectivo de empresas de enseñanza privada 
sostenidas total o parcialmente con fondos públicos y, 
como segundo motivo, la infracción de los artículos 57 a 
76 del citado convenio colectivo, en relación con el artículo 
14 de la Constitución y el artículo 17 del Estatuto de los 
Trabajadores. 

De otro lado, interpone recurso de casación Unión Sindical 
Obrera de Canarias, esgrimiendo un único motivo de 
recurso, al amparo del artículo 207 e) de la Ley reguladora 
de la Jurisdicción Social, invocando la infracción de los 
artículos 84.2 del Estatuto de los Trabajadores y 2 del 
convenio colectivo citado, aunque no desarrolla 
argumento alguno en relación con el artículo 84.2 del 
Estatuto de los Trabajadores. 

La parte demandada presentó un escrito de impugnación 
de los dos recursos en el que alega su carácter público y, 
por lo tanto, que no es de aplicación el convenio colectivo 
de empresas de enseñanza privada sostenidas total o 
parcialmente con fondos públicos, solicitando la 
desestimación de los dos recursos. 

Pretenden las partes recurrentes que se declare que es de 
aplicación a la empresa demandada el convenio colectivo 
de empresas de enseñanza privada sostenidas total o 
parcialmente con fondos públicos y, consiguientemente 
que se condene a la empleadora a abonarle a los 
trabajadores las retribuciones conforme a las tablas 
salariales del mismo, sin perjuicio de aquellos que 
hubieran pactado condiciones económicas más 
beneficiosas. 



 8 

 

El artículo 2 del VII Convenio Colectivo de empresas de 
enseñanza privada sostenidas total o parcialmente con 
fondos públicos, que regula el ámbito funcional, dispone lo 
siguiente: 

«Este Convenio, afectará a las empresas de enseñanza 
de titularidad privada, no universitaria, integradas o no 
integradas, que al menos impartan un nivel educativo 
sostenido total o parcialmente con fondos públicos, y que 
se hallen autorizados por la Administración educativa 
competente por razón de su ubicación territorial, y en las 
que se lleven a cabo alguna de las actividades educativas 
siguientes: 

- 1.er Ciclo Educación Infantil/ (integrado) y/o 2.º Ciclo 
Educación Infantil (integrados). 

- Educación Primaria. 

- Educación Secundaria Obligatoria. 

- Bachillerato. 

- Formación Profesional de Grado Medio y/o Formación 
Profesional de Grado Superior. Ciclo Formativo de Grado 
Básico o su equivalente de acuerdo con la normativa 
vigente. 

- Educación Especial (integrada). 

- Educación Permanente de Adultos. 

- Centros Residenciales (Colegios Menores, Residencias 
de Estudiantes y Escuelas Hogar). 

A los efectos de este Convenio se entiende por empresa 
educativa integrada, aquella en la que se impartan más de 
una enseñanza o nivel educativo. 

Las empresas que impartan 1.er Ciclo de Educación 
Infantil, 2.º Ciclo de Educación Infantil y Educación 
Especial, para que estén afectadas por este Convenio, 
tienen que formar parte de una empresa educativa 
integrada, en donde se impartan, además de cualquiera 
de las enseñanzas reseñadas al inicio de este párrafo, otra 
de las enseñanzas enumeradas en este artículo». 

La entidad demandada es una sociedad anónima 
unipersonal dependiente del Gobierno de Canarias, que 
es su accionista único, adscrita a la Consejería de Turismo 
del Gobierno de Canarias. Pues bien, como tal entidad ha 
de analizarse si puede ser considerada una empresa de 
enseñanza de titularidad privada, que son las que se 
encuentran encuadradas en el ámbito de aplicación del 
indicado convenio colectivo. 

La naturaleza pública de este tipo de sociedades 
anónimas se extrae del tenor literal del artículo 17 del Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital.  

Por ello,  la Sala desestima los recursos de casación 
interpuestos por el delegado de Hecansa Central y 

Centros varios, el comité de empresa del Hotel Escuela 
Santa Brígida y el comité Hecansa Santa Cruz de Tenerife 
y por Unión Sindical Obrera de Canarias y confirma y 
declara la firmeza de la Sentencia de la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia Canarias, con sede en 
Santa Cruz de Tenerife 1004/2023, de 19 de diciembre 
(rec 5/2023). 

STS 23 de septiembre de 2025, rec. 5/2024, ECLI: 
ES:TS:2025:4153 

Recurso de casación interpuesto por la Asociación de 
Empresas de Servicios para la Dependencia (AESTE), 
contra la sentencia nº 43/2022, de 7 de noviembre, 
dictada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña (y luego aclarada mediante auto de 
18 de noviembre de 2022), en demanda de impugnación 
de convenio colectivo núm. 63/2021 y acumulados, 
seguida a su instancia y de la Federación Empresarial de 
la Dependencia (FED) frente a los que formaron parte de 
la comisión negociadora. 

La Sentencia de 7 de noviembre de 2022 de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 
desestima las demandas núm. 63/2021 acumulada a la 
nº 4/22, presentada por la ASOCIACIÓN DE EMPRESAS 
DE SERVICIOS PARA LA DEPENDENCIA (AESTE) y 
FEDERACIÓN EMPRESARIAL DE LA DEPENDENCIA 
(FED), sobre IMPUGNACIÓN DEL I CONVENIO 
COLECTIVO AUTONÓMICO DE CATALUÑA DEL 
SECTOR DE LA ATENCIÓN A LAS PERSONAS 
MAYORES (GerCat). 

El objeto de debate que se aborda en el Recurso de 
casación consiste en determinar si constituye un criterio 
admisible de delimitación del ámbito de aplicación 
funcional de un convenio colectivo, el relativo a que, un 
cierto porcentaje de facturación de las empresas 
afectadas por dicho convenio, provenga de la 
administración pública, en este caso, en más del 60%. 

Sobre esta cuestión se pronunció la Sala de instancia, 
llegando a la conclusión afirmativa, en decisión contra la 
que ahora se alza la asociación empresarial demandante, 
que formaliza a tal efecto dos motivos de revisión jurídica 
al amparo de la letra e/ del art. 207 de la LRJS, en los 
que se invoca la infracción de las normas del 
ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia que fueren 
aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate. 

Lo primero que debe hacerse notar es que, en efecto, 
todo el debate en la instancia, las alegaciones de las 
partes y la propia decisión de la sentencia recurrida, giran 
en torno al interrogante de si podía iniciarse la 
negociación del convenio colectivo cuestionado sin el 
informe favorable de la Comisión Paritaria del Convenio 
Estatal, cuando el art. 7 del mismo no impone tal requisito 
para iniciar la negociación de cualquier convenio 
colectivo, sino solo para «la apertura de nuevos ámbitos 
negociadores», lo cual es muy distinto. 

Esto es lo ocurrido en el caso considerado, esto es, que 
en atención a la habilitación legal, las representaciones 
sociales legitimadas para ello han entendido necesario 
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fijar en el Convenio estatal relativo a los servicios de 
atención a las personas dependientes y desarrollo de la 
promoción de la autonomía personal, unas reglas que 
determinen cuáles son los ámbitos posibles de 
negociación (el estatal, el autonómico, el provincial y el 
de empresa o grupo de empresas), con objeto de ordenar 
dicha negociación evitando una proliferación innecesaria. 
Recuérdese que «siendo el derecho a la negociación 
colectiva ( art. 37.1 CE) un derecho de configuración 
legal, corresponde al legislador ordenar los resultados 
del proceso de negociación y determinar las reglas de 
concurrencia y articulación de convenios; puede pues, en 
función de la opción que en cada momento considere 
más oportuna, ampliar o restringir el margen de 
intervención de la autonomía colectiva en la fijación de 
dichas reglas» ( STC 119/2014 de 16 de julio). Es en este 
margen de la acción en el que debe entenderse la 
ordenación de la negociación colectiva que realiza el 
Convenio estatal en los términos indicados. 

Es cierto que el precepto convencional adolece de una 
cierta imprecisión, pero su pleno sentido se alcanza en 
una interpretación sistemática del mismo: el ámbito 
estatal es el preferente, no el exclusivo, y se dice que la 
apertura de nuevos ámbitos negociales precisa del 
informe favorable de la Comisión Paritaria, pero en el 
contexto de declarar cuáles son los ámbitos negociales 
ya reconocidos en el Convenio estatal. 

Por otro lado, la indicada interpretación ha sido la 
acogida por este mismo Tribunal, aunque con relación a 
otro debate, en nuestra sentencia de 8 de julio de 2014 
(rec. 164/2013) que, como vimos, se invocaba en el 
escrito de impugnación, y que desestimó el recurso de 
casación ordinario presentado contra la sentencia de la 
Audiencia Nacional de 12 de diciembre de 2012 
(demanda 267/12), en un procedimiento de impugnación 
del Convenio Estatal inmediatamente precedente al que 
ahora consideramos, el VI Convenio Marco Estatal de 
Servicios de atención a las personas dependientes 
publicado en el BOE de 18 de mayo de 2012, cuyo art. 7 
tenía exactamente la misma redacción que el ahora 
considerado del VII Convenio. 

Por lo demás, no parece admisible la alegación de que, 
al establecerse un ámbito funcional por referencia al 
porcentaje de facturación de las empresas del sector 
procedente de la administración catalana, podrían existir 
empresas que se sometieran a un ámbito distinto de 
regulación según su ubicación geográfica, resultando por 
ello que el convenio se hubiera aplicado potencialmente, 
y según la dimensión de las empresas, a ciertos centros 
de trabajo y no a otros de la misma mercantil, como si 
con ello, aunque no se dice expresamente, pudiera 
generarse lo que este mismo Tribunal ha considerado 
como un ámbito negocial autónomo al que no le es de 
aplicación la preferencia aplicativa del art. 84.2 ( SSTS 
22 de septiembre de 2016 -rec. 248/2015-, 404/2017 de 
9 de mayo - rec. 115/2016-, 314/2025 de 10 de abril - rec. 
51/2023-). 

Decimos que no sucede tal cosa, primero, porque el 
propio art. 1 del Convenio autonómico excepciona de sus 
previsiones el caso de que las empresas cuenten con 

convenio colectivo propio y, segundo, porque aunque no 
se dijera tal cosa, la situación generada consistiría en 
una mera concurrencia de convenios, que habría de 
resolverse por las reglas y criterios ordinarios atinentes 
al caso sin que, por lo demás, resulte extravagante ni 
extraordinario que empresas con múltiples centros de 
trabajo que carecen de convenio propio, se rijan por 
diferentes convenios colectivos en razón de su ubicación 
geográfica. 

La consecuencia de cuanto se lleva dicho hasta el 
momento parece clara: el inicio de la negociación de un 
convenio colectivo autonómico no precisaba del informe 
favorable de la Comisión Paritaria del Convenio estatal, 
lo cual hace innecesario cualquiera otro desarrollo 
teórico, ni por lo que se refiere a los efectos de la falta de 
autorización de la Comisión Paritaria, ni a la vigencia del 
Convenio estatal que encontraba en situación de 
ultraactividad ni, añadimos nosotros, en lo relativo a las 
eventuales implicaciones de derecho inter temporal 
derivadas de la publicación en el BOE de 9 de junio de 
2023, del VIII Convenio estatal que preveía su entrada en 
vigor para el 1 de enero de 2019, aunque en su 
disposición adicional refería dicha entrada en vigor 
realmente al 1 de enero de 2023, excepto en lo referente 
a las tablas salariales. 

En definitiva, procede la desestimación de este primer 
motivo, confirmando la conclusión de la Sala de 
instancia, si bien con los matices argumentales ya 
expuestos. 

En el segundo motivo del recurso se invoca, por el mismo 
cauce que en el caso anterior, la infracción de la 
jurisprudencia que se cita ( SSTS de 30/12/2015, 
11/11/2010 o 08/01/2020, sin otros datos identificativos), 
en este caso por entender que el ámbito de aplicación 
previsto en el Convenio autonómico carece de las notas 
de objetividad, estabilidad y homogeneidad establecidos 
por la jurisprudencia de este Tribunal. 

Lo primero que debe hacerse notar, es que el origen de 
un cierto porcentaje de la facturación emitida por las 
empresas concernidas no presenta por sí mismo las 
notas de contingencia o inestabilidad que se intentan 
hacer valer, hasta el punto de tenerlas como distintivas, 
esto es, como concurrentes en el factor en cuestión por 
su propia naturaleza. Por el contrario, puede suponerse 
sin mayores esfuerzos que, en atención a las 
características del sector productivo en cuestión que, 
por su propia naturaleza depende de una manera muy 
significativa de los ingresos provenientes de la 
administración pública, las tasas de dependencia de 
dicha administración se mantendrán estables. 

Por otro lado, esta estabilidad en el tiempo parece 
confirmarse por el hecho de que no consten incidencias 
significativas ni con respecto al convenio colectivo ahora 
considerado, ni tampoco en los otros tres convenios 
colectivos que han adoptado igual criterio y que se 
mencionan en la sentencia recurrida. 

Es cierto que el porcentaje de facturación pude 
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potencialmente cambiar a lo largo del tiempo pero, a 
salvo de especiales circunstancias que no constan en el 
caso, aquella posibilidad no puede calificarse por sí 
misma un factor de inestabilidad, sino como una 
eventualidad dependiente de la situación económica de 
las empresas y/o de la administración pagadora, 
exactamente igual que otras que también inciden en la 
actividad de la empresa y pueden generar un cambio de 
convenio colectivo, como sucede cuando se produce una 
evolución de la actividad preponderante. 

De este modo, si la disminución o el aumento del 
porcentaje de facturación se produce de manera natural, 
en atención a las normales inflexiones del mercado, la 
empresa contaría con el mecanismo ya explicado de 
modificación sustancial de condiciones de trabajo para 
promover el cambio de convenio colectivo aplicado. Y sin 
concurriera alguna otra circunstancia que pudiera abonar 
la existencia de un fraude de ley, las partes, privadas o 
colectivas, según los casos, tendrían a su disposición los 
mecanismos más oportunos en defensa de sus derechos. 

La conclusión de todo lo dicho hasta el momento, es que 
el criterio considerado, lejos de ser irracional o arbitrario, 
es objetivo, homogéneo y estable, y sirve entonces para 
delimitar el ámbito funcional del I Conveni Collectiu 
Autonómic de Catalunya del sector de l'atenció a la Gent 
Gran (GerCat). 

A la vista de cuanto antecede, la Sala desestima el 
recurso interpuesto por Asociación de Empresas de 
Servicios para la Dependencia (AESTE) y, en 
consecuencia, confirmar la sentencia de instancia. 

STS 23 de septiembre de 2025, rec. 259/2023, ECLI: 
ES:TS:2025:4135 

Recursos de casación interpuestos por la  Sociedad 
Mercantil Estatal AENA, S.A. y de la Sociedad Mercantil 
Estatal AENA SCAIRM, S.A., y por Entidad Pública 
Empresarial ENAIRE, contra la sentencia dictada el 10 de 
julio de 2023 por la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional, en demanda sobre conflicto colectivo núm. 
129/2023, seguida a instancia de la Federación de 
Servicios Públicos de la Unión General de Trabajadores, 
a la que se adhirieron la Federación de Servicios a la 
Ciudadanía de Comisiones Obreras (CCOO), la 
Federación de Empleados Públicos de la Unión Sindical 
Obrera (USO) y la Confederación Sindical de 
Profesionales Aéreos (CSPA), contra la Entidad Pública 
Empresarial Aeropuertos Españoles y Navegación 
Aérea; AENA Sociedad Concesionaria del Aeropuerto 
Internacional de la región de Murcia, S.M.E, S.A.; y la 
Entidad Pública Empresarial ENAIRE. 

La cuestión a resolver es la de determinar si las personas 
trabajadoras en situación de reducción de jornada por 
guarda legal de un menor o familiar, deben percibir en su 
integridad el complemento de absentismo previsto en el 
convenio colectivo de aplicación, o en cuantía 
proporcionalmente ajustada a la de la duración de su 
jornada de trabajo. 

La sentencia de la Sala Social de la Audiencia Nacional 
de 10 de julio de 2023, autos 129/2023, acoge en su 
integridad la demanda de conflicto colectivo. Declara el 
derecho de las personas trabajadoras acogidas a 
reducción de jornada por guarda legal a percibir el 
complemento de incentivo de cumplimiento de jornada en 
la cuantía íntegra estipulada en las tablas salariales. 

La STS 868/1017, de 10 de noviembre, rec. 188/2016, 
conoce de un asunto sustancialmente idéntico al 
presente, en el que asimismo se trataba de discernir si el 
complemento de asistencia al trabajo debía de abonarse 
de manera proporcional a los trabajadores en reducción 
de jornada por guarda legal. De la misma forma que en 
el presente asunto, se trata en ese caso de un plus de 
naturaleza salarial cuyo objetivo es combatir el 
absentismo en razón de los días de asistencia o ausencia 
del trabajo. 

Como en dicha sentencia se razona, la regla de 
proporcionalidad en el pago del salario de los 
trabajadores con reducción de jornada obliga a distinguir 
en función de su finalidad y objetivo, entre aquellos 
complementos cuyo devengo es independiente de la 
jornada realizada y aquellos otros en los que se percibe 
en proporción a la efectiva duración de la misma. 

Tras lo que definitivamente se concluye en aquel caso, 
que el convenio establece el plus de asistencia en 
atención a un único parámetro, a saber, la asistencia del 
trabajador a su puesto de trabajo, con independencia de 
la jornada que realice y de la productividad que 
despliegue en dicha jornada. Se retribuye la asistencia al 
puesto de trabajo, el no absentismo laboral, de forma 
idéntica para todos los trabajadores, es decir, con una 
cantidad fija, que será superior para los trabajadores 
pertenecientes a las categorías superiores que para los 
pertenecientes a la última categoría de la tabla, pero que 
no variará en función de las horas de trabajo realizadas, 
ni de la eficacia con la que éstas se realicen. 

En el mismo sentido se pronuncia la STS 795/2022, de 4 
de octubre de 2022, rcud. 574/2019. Aquí se plantea si 
procedía aplicar la disminución proporcional del 
complemento salarial de asistencia y puntualidad a las 
personas trabajadoras en reducción de jornada por 
guarda legal. 

En tal sentido razona “que el complemento de asistencia 
y puntualidad no depende en modo alguno del tiempo 
trabajado, ni de la mayor o menor jornada realizada por 
la persona trabajadora. En efecto, el complemento se 
adquiere si no se falta al trabajo y si no se llega tarde ni 
se sale antes de la hora establecida. 

No es, así, un complemento que dependa del número de 
horas realizadas, por lo que carece de sentido reducir su 
cuantía en función de si la persona trabajadora tiene 
jornada reducida por guarda legal. El complemento tiene 
la finalidad de incentivar la asistencia y el cumplimiento 
del horario. Y este es el único parámetro que exige el 
precepto convencional, de manera que el complemento 
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se adquiere si no se falta al trabajo, ni no se llega tarde 
ni se sale antes de la hora, por lo que se tiene derecho a 
él, precisamente, valga la redundancia, si, sea cual sea 
la duración de su jornada, la persona trabajadora no falta 
al trabajo ni llega tarde ni sale antes. El único requisito 
que se exige es no faltar al trabajo, de manera que, si se 
asiste al trabajo, durante la jornada que cada persona 
trabajadora tenga, se adquiere la prima de asistencia. Y 
si se llega a la hora exigida, y no se sale antes de la hora 
marcada, se adquiere igualmente la prima de 
puntualidad. Y la llegada al trabajo a la hora exigida, y la 
salida a la hora marcada, serán las horas que cada 
persona trabajadora tenga asignadas, con 
independencia de si su jornada es o no reducida". 

Tras lo que en ese caso concluye "En el presente 
supuesto, no tiene justificación que un complemento que 
incentiva la asistencia y el cumplimiento del horario se 
percibe en menor cuantía por tener una jornada reducida. 
Si la persona trabajadora con menor jornada asiste al 
trabajo y cumple con su horario tiene derecho a la 
integridad del complemento de asistencia y puntualidad, 
pues dicho complemento retribuye que cada persona 
trabajadora asista al trabajo y cumpla su horario. Y una 
persona trabajadora con jornada reducida que asista al 
trabajo y cumpla su horario tiene que tener lógicamente 
el derecho a percibir un complemento que incentiva, 
precisamente, el cumplimiento de la jornada y del horario. 
Lo que el complemento exige es este cumplimiento de la 
jornada y del horario, por lo que carece de sentido que la 
persona trabajadora que haya alcanzado ese 
cumplimiento de su jornada y de su horario perciba el 
complemento en una cuantía inferior. La naturaleza del 
complemento no está en función del tiempo trabajado, 
sino del puntual cumplimiento de la jornada de trabajo y 
del horario que tenga cada persona trabajadora, de 
manera que, si se cumple con esa jornada de trabajo y 
con ese horario, las personas trabajadoras con reducción 
de jornada no deben sufrir la minoración proporcional de 
dicho complemento". 

Recuerda el criterio de la STS 623/2019, de 11 de 
septiembre, rec. 59/2018, "la disminución proporcional 
del salario afecta solo a aquellos complementos que 
vengan vinculados a la duración de la jornada. Esta Sala 
argumentó que «[l]a finalidad prevista por el legislador de 
las reducciones de jornada por guarda legal o cuidado de 
familiares se satisface con la posibilidad de disfrutar de 
la reducción del tiempo de trabajo en los términos 
legalmente previstos y sin que de este disfrute pueda 
desprenderse un perjuicio que exceda del propio que la 
ley contempla que se limita, obvio es decirlo, a la 
"disminución proporcional del salario" ( art. 37.5 ET); 
disminución que afecta tanto al salario base como a los 
complementos salariales ligados a la duración de la 
jornada, como es el que analizamos.» 

Así como el de la precitada STS 795/2022, para concluir 
definitivamente "Cuando tiene lugar una reducción de 
jornada por guarda legal con cuidado de hijo, la 
disminución proporcional del salario solo debe afectar al 
salario base y a los complementos salariales que estén 

vinculados a la duración de la jornada, como el plus de 
productividad o la prima variable de conducción de los 
maquinistas. Por el contrario, los complementos 
salariales que no dependen del tiempo de trabajo deben 
abonarse en su integridad, como el plus de asistencia y 
puntualidad o el de absentismo". 

Y esto mismo es lo que justamente así sucede en el 
presente asunto, en el que el plus de incentivo de 
cumplimiento de jornada se configura como un 
complemento salarial destinado a evitar el absentismo. 

Su devengo se condiciona únicamente a la asistencia al 
trabajo y a los días de ausencia en los que pueda incurrir 
cada trabajador en los periodos temporales de 
referencia, esto es, más de una ausencia al mes o tres 
en un trimestre natural. 

Se trata de minimizar el evidente perjuicio que para la 
empresa supone el hecho de que el trabajador falte al 
trabajo, su objetivo es el de premiar con esa retribución 
a la persona trabajadora que no incurre en ausencias, y 
esa circunstancia concurre con la misma intensidad 
cualquiera que sea la jornada que haya de realizar. 

No está por lo tanto vinculado de ninguna forma a la 
duración de la jornada de trabajo, sino solo a la asistencia 
al puesto de trabajo en los días que corresponda prestar 
servicios, con lo que su percepción no depende del 
tiempo de trabajo que deba desempeñar la persona 
trabajadora en cada jornada. No puede en consecuencia 
reducirse en proporción a la duración de la jornada que 
haya de realizar cada uno de los días que le toca acudir 
al trabajo. 

Por último, todos esos precedentes jurisprudenciales que 
hemos mencionado añaden una última consideración. La 
solución de esta clase de asuntos obliga a tener en 
cuenta la perspectiva de género para su resolución ( arts. 
4 y 15 de la Ley Orgánica 3/2007), en atención al hecho 
incuestionable de que el colectivo de personas 
trabajadoras que se encuentran en situación de 
reducción de jornada por guarda legal de menores o 
familiares está integrado mayormente por mujeres. Sin 
que se óbice para ello el hecho de que en la empresa 
puedan existir otros colectivos de trabajadores con 
jornada a tiempo parcial conformados en su mayor parte 
por hombres, jubilados parciales o fijos discontinuos, en 
este caso. 

Circunstancia que no desvirtúa en modo alguno nuestra 
anterior consideración, porque no se trata de valorar si la 
actuación de la empresa pudiere estar de alguna forma 
guiada por la intención de perjudicar a las mujeres 
trabajadoras, sino tan solo de constatar que esa 
interpretación del convenio colectivo supone una 
discriminación indirecta de carácter objetivo por razón de 
sexo del colectivo al que afecta el presente litigio. 

Conforme a lo razonado, la Sala desestima el recurso y 
confirma en sus términos la sentencia recurrida.  
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4. NEGOCIACIÓN COLECTIVA    
 

COYUNTURA DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS  
 

La última actualización de la Estadística de convenios 
colectivos incorpora datos de los convenios registrados 
hasta el 30 de noviembre de 2025. Según estos últimos 
datos publicados, los convenios firmados en 2025 son 
917, que afectan a 2.466.770 trabajadores y cuyos efectos 
económicos pueden producirse en este mismo ejercicio o 
en años anteriores o posteriores.  

Respecto a la negociación colectiva con efectos 
económicos en 2025, el número de convenios colectivos 
se sitúa en 3.130, que afectan a 1.036.025 empresas y a 
9.652.399 trabajadores. Estas cifras son inferiores a las de 
los ejercicios completos anteriores, puesto que aún 
quedan por firmar y registrar numerosos convenios con 
efectos económicos en el año actual.  

El aumento salarial pactado inicial en 2025 fue el 3,49%. 
Es probable que esta cifra se eleve con la incorporación 
del efecto de las cláusulas de salvaguarda salarial, que 
cubren al 34,4% de las personas trabajadoras. En 2024 
estas cláusulas cubrieron al 33,7% y elevaron el 
incremento salarial desde el 3,33% hasta el 3,37%.  

Según el ámbito funcional, el aumento salarial inicial en los 
convenios de empresa es inferior al pactado en los de 
ámbito supraempresarial: 2,83%, frente a 3,53%. La 
cobertura de cláusulas de garantía salarial también es 
menor en los convenios empresariales, 23,7%, que en los 
convenios de ámbito superior, 35%.  

En cuanto a la jornada pactada, se situó en 1.751 horas, 
7,6 horas mayor a la acordada en 2024. Según el ámbito 
funcional, la jornada media pactada fue 1.725,6 horas en los 
convenios de empresa y 1.752,5 horas en los convenios 
supraempresariales (veinte y seis horas por encima de las 
acordadas el ejercicio anterior, respectivamente).  

Las inaplicaciones de convenios en el período enero-
noviembre de 2025 fueron 315 y afectaron a 15.065 
trabajadores. Ambas cifras son inferiores a las del mismo 
período de 2024. Aproximadamente la mitad se realizaron 
en el sector de los servicios (150) y dos tercios en empresas 
con menos de 50 trabajadores (209). En el 95,2% de los 
casos se trata de un descuelgue de un convenio sectorial y el 
87,6% es acordada en el período de consultas.  

Acerca del contenido de las inaplicaciones, en el 46% de 
los casos se alteró exclusivamente la cuantía salarial,  
 

 

aunque también se pueden modificar otras condiciones de 
trabajo o una combinación de ellas (ver cuadro adjunto). 
 

 

Cabe recordar que 2023 es el último año con datos 
definitivos en la Estadística de convenios colectivos y que 
los años posteriores tienen información provisional. En 
cuanto a qué parte de la negociación colectiva está 
contenida o pendiente de incluir en la Estadística de 
convenios en los años más recientes, una aproximación se 
obtendría de la comparación de los convenios y los 
trabajadores de 2022 y 2023 con los datos provisionales de 
los años siguientes, como se aprecia en el cuadro adjunto. 
 
 

CONDICIONES DE TRABAJO INAPLICADAS 

Inaplicaciones depositadas en el período enero-noviembre de 2025 

 
INAPLICA-

CIONES 

TRABAJA-

DORES 

(%) 

TOTAL 315 100,0 

Cuantía salarial 145 49,1 

Cuantía salarial y Sistema de remuneración 39 13,1 

Sistema de remuneración 30 14,7 

Horario y distribución del tiempo de trabajo 20 6,5 

Jornada de trabajo  19 4,9 

Jornada de trabajo y Horario y distribución del 
tiempo de trabajo 

17 2,0 

Cuantía salarial, Sistema de remuneración, 
Jornada de trabajo y Horario y distribución del 
tiempo de trabajo y Mejoras voluntarias de la 
acción protectora de la Seguridad Social 

8 0,4 

Resto casos 37 9,5 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. 

CONVENIOS Y TRABAJADORES POR SECTORES 

  TOTAL Agrario Industria Construc- 

ción 
Servicios 

Convenios       

2022  5.045 85 1.951 135 2.874 

2023  5.162 82 1.969 134 2.977 

2024 P 4.499 69 1.808 114 2.508 

2025 P 3.130 51 1.285 48 1.746 

Trabajadores (miles)   

2022  12.849,6 514,2 2.862,4 928,2 8.544,7 

2023  12.965,3 508,5 2.784,1 908,2 8.764,5 

2024 P 12.456,8 423,0 2.642,8 1.000,6 8.390,4 

2025 P 9.652,4 408,2 2.035,3 318,2 6.890,8 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. Convenios y trabajadores por año 
de efectos económicos. Convenios registrados hasta 30 de noviembre de 2025. 
P=Provisional. 
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A/ POR AÑO EFECTOS ECONÓMICOS (2) 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 P 2025 P

Convenios (número)

Total 4.376 4.589 5.185 5.642 5.640 5.741 5.589 5.539 4.915 4.727 5.045 5.162 4.499 3.130

Empresa 3.234 3.395 4.004 4.493 4.471 4.555 4.413 4.384 3.849 3.640 3.867 3.943 3.353 2.244

Ámbito superior a la empresa 1.142 1.194 1.181 1.149 1.169 1.186 1.176 1.155 1.066 1.087 1.178 1.219 1.146 886

Convenios firmados en años anteriores 2.295 2.157 3.388 3.916 3.529 3.602 3.492 3.747 3.633 2.907 2.943 3.072 3.019 2.447

Convenios firmados en el año 1.340 2.010 1.473 1.260 1.584 1.629 1.629 1.458 766 1.213 1.381 1.633 1.177 683

Convenios firmados en años posteriores 741 422 324 466 527 510 468 334 516 607 721 457 303 0

Empre sa s (mile s)

Total 1.162,0 1.312,9 1.436,9 1.201,9 1.288,7 1.312,1 1.362,6 1.238,4 1.161,2 1.224,3 1.325,0 1.355,8 1.420,7 1.036,0

Ámbito superior a la empresa 1.158,7 1.309,5 1.432,9 1.197,4 1.284,2 1.307,6 1.358,2 1.234,0 1.157,3 1.220,7 1.321,2 1.351,9 1.417,3 1.033,8

Tra ba ja dore s (mile s)

Total 10.099,0 10.265,4 10.304,7 10.227,3 10.738,6 10.855,3 11.423,7 11.397,6 10.700,8 11.543,2 12.849,6 12.965,3 12.456,8 9.652,4

Empresa 925,7 932,7 867,2 846,9 804,3 822,8 857,7 921,2 787,8 807,0 850,4 905,6 784,8 515,7

Ámbito superior a la empresa 9.173,3 9.332,7 9.437,5 9.380,3 9.934,3 10.032,5 10.565,9 10.476,4 9.912,9 10.736,2 11.999,2 12.059,7 11.672,0 9.136,7

Convenios firmados en años anteriores 4.229,4 4.802,5 7.436,7 6.166,1 6.949,5 5.523,0 6.243,6 7.900,0 7.660,3 5.414,4 7.002,6 7.900,7 8.756,4 7.367,3

Convenios firmados en el año 3.169,4 4.940,0 1.999,1 3.166,0 2.665,3 3.917,6 4.361,6 2.790,3 1.319,6 4.348,0 3.701,4 4.130,9 2.811,4 2.285,1

Convenios firmados en años posteriores 2.700,2 522,9 868,9 895,2 1.123,8 1.414,7 818,5 707,4 1.720,9 1.780,9 2.145,6 933,7 889,0 0,0

Agrario * 779,7 644,1 743,8 677,3 657,5 686,4 693,2 494,7 564,2 469,5 514,2 508,5 423,0 408,2

Industria * 2.255,4 2.334,8 2.343,9 2.444,1 2.494,7 2.566,5 2.636,2 2.661,5 2.781,2 2.852,6 2.862,4 2.784,1 2.642,8 2.035,3

Construcción * 741,1 867,7 815,6 714,7 607,5 851,1 658,2 811,9 772,5 784,2 928,2 908,2 1.000,6 318,2

Servic ios * 6.322,8 6.418,8 6.401,4 6.391,2 6.978,8 6.751,2 7.436,1 7.429,5 6.582,8 7.436,9 8.544,7 8.764,5 8.390,4 6.890,8

Va ria c ión sa la ria l pa c ta da  inic ia l (%)

Total 1,0 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,2 1,7 1,5 3,0 3,6 3,3 3,5

Empresa 1,2 0,5 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,3 3,3 3,4 2,8 2,8

Ámbito superior a la empresa 1,0 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,3 1,8 1,5 3,0 3,6 3,4 3,5

    - Grupo de empresas 1,2 0,5 0,5 0,5 0,8 1,3 1,2 1,4 1,4 1,1 3,4 3,9 2,6 2,3

    - Sector provincial 1,1 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,5 3,2 3,6 3,1 3,1

    - Sector autonómicos 1,0 0,7 0,7 0,7 1,0 1,5 1,9 2,1 1,9 1,7 2,9 3,7 3,1 3,8

    - Sector nacional 0,8 0,4 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,7 2,0 1,3 2,8 3,5 3,9 3,8

Convenios firmados en años anteriores 1,6 0,7 0,5 0,6 1,0 1,2 1,5 2,1 2,0 1,6 2,6 3,2 2,9 3,3

Convenios firmados en el año 0,7 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,0 2,8 1,1 1,5 3,3 4,2 4,7 4,2

Convenios firmados en años posteriores 0,4 -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,1 3,8 4,6 3,1 -

Sin cláusula de garantía salarial 0,9 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,8 2,3 1,7 1,4 3,0 3,8 3,2 3,8

Con cláusula de garantía salarial 1,4 0,6 0,7 0,8 1,1 1,5 1,6 1,8 2,0 1,5 3,0 3,1 3,6 3,0

Agrario * 1,1 0,6 0,7 0,7 0,8 1,1 1,3 1,7 2,0 1,9 3,0 3,6 3,2 2,0

Industria * 1,1 0,5 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,4 3,5 3,3 4,2 2,9

Construcción * 1,0 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,4 3,1 3,1 3,0 3,2

Servic ios * 1,0 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,3 2,9 3,8 3,1 3,8

Va ria c ión sa la ria l re visa da  (%)

Total 1,2 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,2 1,7 1,6 3,2 3,7 3,4 -

Empresa 1,5 0,6 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,6 3,5 3,5 3,0 -

Ámbito superior a la empresa 1,1 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,8 2,3 1,8 1,6 3,2 3,7 3,4 -

    - Grupo de empresas 2,0 0,6 0,5 0,5 0,8 1,4 1,3 1,5 1,4 1,2 3,4 4,0 2,8 -

    - Sector provincial 1,2 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,6 3,5 3,7 3,1 -

    - Sector autonómicos 1,2 0,7 0,5 0,8 1,1 1,5 1,9 2,1 1,9 1,8 3,0 3,8 3,1 -

    - Sector nacional 0,9 0,4 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,7 2,0 1,6 3,0 3,6 3,9 -

Convenios firmados en años anteriores 1,9 0,7 0,5 0,7 1,0 1,3 1,5 2,1 2,0 1,8 2,9 3,3 3,0 -

Convenios firmados en el año 0,9 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,1 2,9 1,1 1,6 3,5 4,2 4,7 -

Convenios firmados en años posteriores 0,4 -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,2 3,8 4,6 3,1 -

Con cláusula de garantía salarial 2,0 0,6 0,7 0,9 1,2 1,5 1,7 1,8 2,0 2,8 4,1 3,4 3,7 -

Agrario * 1,2 0,6 0,7 0,7 0,9 1,1 1,3 1,7 2,0 2,0 3,3 3,6 3,2 -

Industria * 1,3 0,6 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,7 3,9 3,6 4,3 -

Construcción * 1,5 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,5 3,1 3,1 3,0 -

Servic ios * 1,1 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,5 3,0 3,8 3,2 -

Cl.  ga ra ntía  sa la ria l (% tra ba ja dore s)

Total 26,9 25,8 17,1 12,5 12,3 17,7 17,9 18,5 13,1 13,4 16,0 21,0 33,7 34,4

Empresa 24,6 9,6 11,2 14,0 15,4 15,6 15,7 17,5 15,2 13,1 14,5 14,8 31,3 23,7

Ámbito superior a la empresa 27,2 27,4 17,6 12,4 12,0 17,8 18,1 18,6 12,9 13,4 16,1 21,5 33,9 35,0

Jorna da  a nua l (hora s)

Total 1.738,4 1.740,2 1.754,4 1.745,4 1.745,0 1.743,7 1.741,4 1.748,9 1.736,4 1.737,2 1.742,8 1.742,5 1.743,4 1.751,0

Empresa 1.710,3 1.706,5 1.705,6 1.706,0 1.711,4 1.718,8 1.712,8 1.711,9 1.713,4 1.705,7 1.700,4 1.697,9 1.705,6 1.725,6

Ámbito superior a la empresa 1.741,3 1.743,6 1.758,9 1.748,9 1.747,7 1.745,8 1.743,7 1.752,1 1.738,2 1.739,6 1.745,8 1.745,9 1.746,0 1.752,5

Ra tio e mpre sa s por c onve nio

Total convenios 265,5 286,1 277,1 213,0 228,5 228,6 243,8 223,6 236,2 259,0 262,6 262,6 315,8 331,0

Convenios ámbito superior a la empresa 1.014,6 1.096,7 1.213,3 1.042,1 1.098,6 1.102,5 1.155,0 1.068,4 1.085,7 1.123,0 1.121,5 1.109,0 1.236,8 1.166,8

Ra tio tra ba ja dore s por c onve nio

Total convenios 2.130,3 2.237,0 1.987,4 1.812,7 1.904,0 1.890,8 2.044,0 2.057,7 2.177,2 2.442,0 2.547,0 2.511,7 2.768,8 3.083,8

Convenios de empresa 242,8 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 234,1 229,8

Convenios ámbito superior a la empresa 7.803,3 7.816,3 7.991,1 8.163,9 8.498,2 8.459,1 8.984,6 9.070,4 9.299,2 9.876,9 10.186,1 9.893,1 10.185,0 10.312,3

Ra tio tra ba ja dore s por e mpre sa

Total convenios 7,3 7,8 7,2 8,5 8,3 8,3 8,4 9,2 9,2 9,4 9,7 9,6 8,8 9,3

Convenios de empresa 242,8 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 234,1 229,8

Convenios ámbito superior a la empresa 6,7 7,1 6,6 7,8 7,7 7,7 7,8 8,5 8,6 8,8 9,1 8,9 8,2 8,8

B/ CONVENIOS FIRMADOS 2021 2022 2023 2024 P 2025 P C/ INAPLICACIONES 2020 2021 2022 2023 2024 2025 P

Convenios 1.496 1.584 1.858 1.427 917 Número 566 559 557 573 553 315

   De nuevas unidades de negociación 356 382 362 333 234   Con acuerdo en período consultas (%)95,6 90,5 85,6 90,2 88,5 87,6

Trabajadores (miles) 4.641,6 3.966,2 4.449,7 3.543,5 2.466,8 Empresas afectadas 486 477 461 497 485 284

   De nuevas unidades de negociación 121,0 278,2 252,1 78,0 90,5 Trabajadores 20.301 26.923 21.797 26.257 21.045 15.065

PRINCIPALES INDICADORES LABORALES

CONVENIOS COLECTIVOS DE TRABAJO (1)

FUENTE: Estadística de convenios colectivos de trabajo ( https://www.mites.gob.es/es/estadisticas/condiciones_trabajo_relac_laborales/CCT/welcome.htm# ) y elaboración propia.

(1) Convenios registrados hasta el 30 de noviempre de 2025. Datos acumulados de cada período. (2) Datos en negrita: sin información disponible actualizada en los avances mensuales de la

Estadística de convenios colectivos. Información provisional de  2024 y 2025. P=Provisional. * Ver apartado Coyuntura de los convenios colectivos  del Boletín.
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CONSEJOS DE RELACIONES LABORALES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

ANDALUCÍA 

Consejo Andaluz de Relaciones Laborales (CARL), regulado por la Ley 4/1983, de 27 de 
junio,  ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una 
empresa en función de su actividad o actividades dentro del ámbito geográfico de Andalucía. 

Dirección: C/ Algodón, 1- Esquina Avda. de Hytasa - 41006 Sevilla 

Tfno.: 955066200    e-mail: carl.ceeta@juntadeandalucia.es 

En la página web del CARL se dispone de un Mapa de la Negociación Colectiva, que ayuda a 
determinar de forma automática el convenio colectivo aplicable siguiendo las pautas señaladas 
para ello. No tiene asumida la función consultiva de determinación del convenio colectivo de 
aplicación a una empresa en función de su actividad. 

ARAGÓN 

Consejo de Relaciones Laborales de Aragón, (artículo 17 del Decreto 112/2014, de 8 de julio, 
del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Consejo de Relaciones Laborales de Aragón): 

Dirección: Paseo Fernando el Católico, 63-65 – Edif. Fernando el Católico - 50006 Zaragoza 

Tfno.: 976715923   e-mail: trabajo@aragon.es 

El Consejo de Relaciones Laborales de Aragón no tiene asumida la función consultiva relativa 
a la determinación del convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una empresa en 
función de sus actividades; función que es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos. 

ASTURIAS 

Comisión Consultiva de Convenios del Principado de Asturias, del Decreto 114/2013, de 4 
de diciembre (BO del Principado de Asturias de 16 de diciembre)  

Dirección: Plaza de España, 1 - 33007 Oviedo (Asturias) 

Tfnos.: 696427323 - 985108257   e-mail: registroconvenioscolectivos@asturias.org 

La Comisión Consultiva de Convenios del Principal de Asturias no tiene asumida la función 
consultiva de determinación del convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de 
sus actividad; función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

ISLAS BALEARES 

Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las Illes Balears ejerce funciones 
consultivas en relación con el planteamiento y determinación del ámbito funcional de los 
convenios colectivos de ámbito autonómico (artículo 2 del Decreto 51/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se crea y regula la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las 
Illes Balears). 

Dirección: Plaza Son Castelló, 1 (Políg. Son Castelló) - 07009 Palma de Mallorca (Islas Baleares) 

Tfno.: 971178900    e-mail: ccccib@caib.es  

En su página web existe un procedimiento general de consultas, donde también se incluye 

información sobre los dictámenes emitidos. 

CANARIAS 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún organismo dependiente del Gobierno de Canarias; quedando, por lo tanto, dicha 
función viene asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alicante, 1 - 35016 Las Palmas de Gran Canaria 

Tfno.: 928455869    e-mail: ajimmars@gobiernodecanarias.org 

CANTABRIA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria, conforme a lo establecido en el 
Decreto 19/2014, de 20 de marzo (BO Cantabria de 31 de marzo), por el que se modifica el 
Decreto 56/2010, de 2 de septiembre, de creación del Consejo de Relaciones Laborales de 
Cantabria (BO Cantabria de 10 de septiembre). A través de su Oficina de Información 
Sociolaboral, se ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación 
a través de los códigos CNAEs. 

Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria 

Dirección: Pasaje de Peña, 4, Planta 3ª - 39008 Santander (Cantabria) 

e-mail: crlc@crlcantabria.es 

Por ello, la citada función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de   
Convenios Colectivos. 

CASTILLA-LA 
MANCHA 

Consejo Regional de Relaciones Laborales de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 de la Ley 8/2008, de 4 de diciembre (DOCM de 17 de diciembre, 

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/empleoempresaytrabajoautonomo/areas/relaciones-laborales/organos-dialogo/carl.htmll
mailto:carl.ceeta@juntadeandalucia.es
https://www.juntadeandalucia.es/empleoformacionytrabajoautonomo/mapaNegociacionColectiva/Inicio.action
https://www.aragon.es/-/consejo-de-relaciones-laborales
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=802829443838
mailto:trabajo@aragon.es
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2013/12/16/2013-22916.pdf
mailto:registroconvenioscolectivos@asturias.org
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
http://www.caib.es/sites/ordenaciolaboral/es/comision_consultiva_de_convenios_colectivos_de_las_illes_balears-65138/
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8234/529014/decreto-51-2013-de-29-de-noviembre-por-el-que-se-c
mailto:ccccib@caib.es
http://www.caib.es/sites/ordenaciolaboral/f/186451
https://www.gobiernodecanarias.org/trabajo/relacioneslaborales/
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
mailto:ajimmars@gobiernodecanarias.org
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=265318
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=265318
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=183923
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=183923
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=183923
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=183923
http://dgte.cantabria.es/informacion-sociolaboral
http://dgte.cantabria.es/informacion-sociolaboral
mailto:crlc@crlcantabria.es
https://docm.jccm.es/portaldocm/sumario.do
https://docm.jccm.es/portaldocm/sumario.do
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modificada por la Ley 6/2014, de 23 de octubre), ejercerá funciones consultivas mediante la 
emisión de informes y dictámenes no vinculantes respecto a las siguientes materias: 

a) Planteamiento y determinación del ámbito funcional de los convenios. 

b) La procedencia de un acuerdo de adhesión a un convenio colectivo en vigor. 

c) Interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional. 

Dirección: Avda. de Irlanda, 14 - 45005 Toledo 

Tfnos.: 925/265687-267975    e-mail: relacioneslaborales@jccm.es  

Para el ejercicio de dicha función consultiva, el citado organismo dispone de un canal permanente 
en el que el Servicio de Trabajo atiende las consultas de particulares y empresas sobre el ámbito 
funcional de los convenios colectivos en la Oficina de Atención Virtual Laboral. 

CASTILLA Y LEÓN 

Comisión de Convenios Colectivos de Castilla y León, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 15 del Decreto 14/2014, de 3 de abril, por el que se regula el Consejo Regional 
de Trabajo de Castilla y León, y los Consejos Provinciales de Trabajo, y se crea la Comisión de 
Convenios Colectivos de Castilla y León (BOCYL de 7 de abril), en el ejercicio de sus funciones 
consultivas, evacuará consultas mediante dictámenes e informes no vinculantes que se refieran 
a las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La interpretación de un convenio colectivo vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

c) Convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de sus actividades. 

Dirección: C/ Francesco Scrimieri, 3, Planta 2ª - 47014 Valladolid 

Tfno.: 923296063    e-mail: comision.convenios@jcyl.es 

En la sede electrónica de la Junta de Castilla y León existe información sobre el procedimiento 
a seguir para plantear las citadas consultas. 

CATALUÑA 

Comissió de Convenis Collectius del Consell de Relacions Laborals de Cataluña, conforme 
al artículo 3 del Decreto 245/2013, de 5 de noviembre, sobre organización y funcionamiento de 
la Comisión de Convenios Colectivos del Consejo de Relaciones Laborales (DOGC de 7 de 
noviembre), ejerce funciones consultivas y de asesoramiento sobre las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La posibilidad de adhesión a un convenio colectivo vigente. 

c) Interpretación de un convenio colectivo vigente con vista a determinar su ámbito funcional de 
aplicación. 

Dirección: Carrer de Sepúlveda, 148-150, Planta 1ª - 08011 Barcelona 

Tfno.: 932285656    e-mail: crl.treball@gencat.cat; crl.tsf@gencat.cat 

Para el ejercicio de la citada función consultiva, existe un enlace para plantear consultas sobre 
convenio colectivo aplicable. Igualmente, existe un enlace a los dictámenes emitidos en materia 
de convenio colectivo aplicable. 

EXTREMADURA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún órgano u organismo de la Comunidad Autónoma de Extremadura; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Fundación de Relaciones Laborales de Extremadura 

Dirección: C/ Juan Pablo Forner, 1, Planta 3ª - 06800 Mérida (Badajoz) 

Tfnos.: 924303532 - 924310417    e-mail: informacion@frlex.es  

GALICIA 

Consello Galego de Relacións Laborais, regulado por la Ley 5/2008, de 23 de mayo (DOG de 
11 de junio de 2008), proporciona información sobre el convenio colectivo que pudiera ser de            
aplicación a una empresa o centro de trabajo situados en Galicia. 

Dirección: C/ Algalia de Abaixo, 24 -15781 Santiago de Compostela (La Coruña) 

Tfnos.: 981541601/02    e-mail: info.cgrl@xunta.gal 

En su página web se encuentra toda la información sobre cómo efectuar la correspondiente 
consulta, así como los criterios para su planteamiento.  

MADRID 

De conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 10 del Decreto 62/2014, de 29 de mayo, 
por el que se crea la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad de Madrid 
(BOCM  de 30 de mayo), la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad 
de Madrid ejercerá sus funciones consultivas evacuando consultas mediante dictámenes e 
informes no vinculantes sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos, cuando las 
consultas se refieran a las siguientes materias: 

https://docm.jccm.es/portaldocm/sumario.do
mailto:relacioneslaborales@jccm.es
http://www.castillalamancha.es/gobierno/economiaempresasyempleo/estructura/dgtfsl/actuaciones/oficina-de-atenci%C3%B3n-virtual-laboral-avl
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2014/04/07/pdf/BOCYL-D-07042014-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2014/04/07/pdf/BOCYL-D-07042014-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2014/04/07/pdf/BOCYL-D-07042014-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2014/04/07/pdf/BOCYL-D-07042014-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2014/04/07/pdf/BOCYL-D-07042014-1.pdf
mailto:comision.convenios@jcyl.es
https://www.tramitacastillayleon.jcyl.es/web/jcyl/AdministracionElectronica/es/Plantilla100Detalle/1251181050732/Tramite/1284684434275/Tramite
https://treball.gencat.cat/ca/consell_relacions_laborals/
http://dogc.gencat.cat/es/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=647901&language=es_ES
http://dogc.gencat.cat/es/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=647901&language=es_ES
http://dogc.gencat.cat/es/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=647901&language=es_ES
http://dogc.gencat.cat/es/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=647901&language=es_ES
mailto:crl.treball@gencat.cat
mailto:crl.tsf@gencat.cat
https://treball.gencat.cat/ca/consell_relacions_laborals/convenis_colectius/conveni_a_aplicar/
https://treball.gencat.cat/ca/consell_relacions_laborals/convenis_colectius/conveni_a_aplicar/cercador-dictamens/
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/A_Informacion/A4_consultas.htm
mailto:informacion@frlex.es
https://www.cgrl.gal/es/
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2008/20080611/Anuncio26FD2_gl.pdf
mailto:info.cgrl@xunta.gal
https://www.cgrl.gal/convenios/consulta-convenio/
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a) El adecuado planteamiento del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretende negociar. 

b) La interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

Sin embargo, en estos momentos la función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos. 

MURCIA 

El Consejo Autonómico de Relaciones Laborales de la Región de Murcia, creado por el 
Decreto 33/2013, de 12 de abril (BO de la Región de Murcia de 16 de abril), no tiene atribuidas 
funciones consultivas en relación con el ámbito funcional de los convenios colectivos; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alcalde Gaspar de la Peña, 1, Edif. CES - 30004 Murcia 

Tfno.: 968226091    e-mail: secretaria@fundaciónrlm.org  

NAVARRA 

La función consultiva no ha sido regulada a favor de ningún organismo de la Comunidad Foral 
de Navarra; quedando asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

Dirección General de Economía Social y Trabajo 

Servicio de Trabajo 

Dirección: Parque Tomás Caballero, 1, Edif.”Fuente del Príncipe II”, Planta 1ª-31005 Pamplona 

Tfno.: 848427948    e-mail: dgest@navarra.es  

PAÍS VASCO 

Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco (Lan Harremanen Kontseilua), regulado 
en la Ley 4/2012, de 23 de febrero, de Consejo de Relaciones Laborales (BO del País Vasco 
de 5 de marzo), ofrece información sobre los convenios colectivos sectoriales que pudieran ser 
de aplicación en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Dirección: C/ Alameda Urkixo, 2, 3° Izqda. - 48008 Bilbao, Vizcaya 

Tfno.: 944792100/108    e-mail: crl-lhk@crlv.net 

Para ello, el citado Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco ha desarrollado un 
formulario en su sitio web para plantear consultas sobre los convenios colectivos que podrían 
ser de aplicación    en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

LA RIOJA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo Riojano de Relaciones Laborales (creado por el Decreto 19/2003, de 24 
de mayo, de la Consejería de Industria, Innovación y Empleo (BOR de 24 de mayo) ni de ningún 
otro órgano dependiente del Gobierno de la Rioja. 

Consejo Riojano de Relaciones Laborales 

Dirección: C/ Hermanos Hircio, 5 - 26006 Logroño (La Rioja) 

Tfno.: 941291555      e-mail: srv.relacioneslaborales@larioja.org 

Por ello, la función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

COMUNIDAD 
VALENCIANA 

A pesar de las competencias consultivas que tiene atribuidas el Consell Tripartit per al 
desenvolupament de les Relacions Laborals i la Negociació Col·lectiva de la Comunitat 
Valenciana en el artículo 2 del Decreto 88/2013, de 5 de julio (DO Comunidad Valenciana de 8 
de julio), tales funciones no se refieren al ámbito funcional de los convenios colectivos, por lo 
que son ejercidas por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Navarro Reverter, 2 - 46014 Valencia 

Tfno.: 963869033   e-mail: consejotripartitocv@gva.es  

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE CEUTA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida por la 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE MELILLA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 
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